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Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JUAN MAURICIO GONZÁLEZ ISAZA, contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), al considerar violados sus derechos al debido proceso y de acceso a la administración de justicia.

1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que se aporta en el escrito pertinente, se puede concretar en:

1.1.- Al señor JUAN MAURICIO GONZÁLEZ ISAZA le fue incautada arma de fuego durante un operativo policial adelantado en la localidad de Santa Cecilia, jurisdicción del Municipio de Pueblo Rico (Rda.), el 29 de agosto de 2004.

1.2.- El proceso penal pertinente fue instruido por la Fiscalía Veintitrés (23) de Apía y conocido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de ese Municipio, despacho este último que profirió sentencia condenatoria en contra del actor, el pasado siete (7) de junio, en la cual impuso un (1) año de prisión como pena principal e igual término de inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas, como sanción accesoria.

1.3.- Señala que por parte de la Fiscalía se le comunicaban las decisiones vía fax a la Alcaldía Municipal y luego se trasladaba al despacho para notificarse de manera personal de las providencias, incluida la resolución de acusación.

1.4.- Le parece raro que una vez el proceso llegó al Juzgado, no volvió a tener conocimiento del mismo y para la audiencia pública no fue llamado ni comunicado por ningún medio a pesar de constar en el expediente todas sus direcciones. Sin embargo, no comprende el porqué se le enviaron comunicaciones a la Cra 5ª No. 34-33 de Pereira, dado que nunca la reportó, mientras que si lo hizo respecto de la Cra 5ª No. 8-34 de Pueblo Rico o la Alcaldía Municipal (Concejo Municipal) ubicada en la Carrera 4ª No. 6-17 de Pueblo Rico y el fax de allí, número 3663254, donde se le reportaban las notificaciones por parte de la Fiscalía.

1.5.-  Manifiesta también su extrañeza frente a la comisión al Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico para que se le notifique la sentencia, si ésta ya estaba ejecutoriada, y cuestiona que tal diligencia no se hiciera antes. En este punto, señala que en tal juzgado al levantarse el acta concerniente a la notificación, se dejó expresa constancia que contra tal decisión procedía el recurso de apelación ante esta Sala, tal como se indicaba en el numeral 6º de la sentencia.

1.6.- Expresa que de conformidad con la notificación anteriormente realizada y con los principios que orientan el proceso penal, dentro de los términos legales interpuso y sustentó el recurso de apelación, pero obtuvo como respuesta un lacónico auto sin ninguna motivación donde se le informó que no podía dársele trámite al escrito de impugnación del fallo por cuanto el mismo había quedado ejecutoriado desde el pasado veinte (20) de junio a las 6:00 de la tarde.

Considera, por todo lo anterior, que se le ha vulnerado el derecho a una segunda instancia, al debido proceso y al acceso a una efectiva Administración de Justicia. A renglón seguido, hace consideraciones alusivas a tales garantías, incluso, mediante la trascripción de jurisprudencia que en su criterio está relacionada con el motivo de su reclamo.

Solicitó la práctica de varios medios probatorios, como la revisión del proceso adelantado y los testimonios de unos empleados de la Alcaldía y del Concejo de Pueblo Rico; además, aportó copias del acta de notificación personal y del recurso de apelación rechazado, así como una certificación expedida por la Secretaria del Concejo sobre el no arribo de comunicación alguna para el accionante, remitida por el Juzgado accionado.

3.- CONTESTACIÓN

El titular del despacho accionado, dentro del término legal se pronunció sobre las pretensiones de la demanda, para lo cual, comenzó haciendo un recuento de las actuaciones que reposaban en el proceso y al respecto dijo:

Dentro  de la investigación por el punible de porte ilegal de armas, destacó que al dársele la libertad al señor GONZÁLEZ ISAZA, luego de ser capturado, manifestó que su dirección era la Cra 4 No. 8-34 teléfono 3663543 de Pueblo Rico y en la indagatoria fijó como residencia la Cra 5ª No. 34-33 centro, lo cual debía entenderse ser de Pereira porque manifestó vivir en esta capital. Una vez llegó el proceso a ese Despacho, se envió oficio a la última dirección anotada donde se informaba la fecha para la audiencia preparatoria, pero fue devuelto con nota de “no reside”. Practicada tal diligencia con asistencia de la Defensora Publica del procesado se fijó fecha para la vista pública a realizarse el dieciocho (18) de mayo del presente año y por parte de una empleada del Juzgado se llamó al abonado 3663543, donde se le informó que el acusado se encontraba en la ciudad de Pereira, que no sabía número de teléfono pero que regresaba al municipio de Pueblo Rico y se le comentaría el requerimiento.

Celebrada la audiencia pública con asistencia de la Defensora, se profirió sentencia el siete (7) de junio, de la cual se notificó personalmente la abogada. El ocho (8) de junio se envió comunicación al acusado al Concejo Municipal de Pueblo Rico (Rda.) informándole del fallo, pero como no compareció se notificó por edicto y la decisión cobró ejecutoria el veinte (20) de junio a las 6:00 de la tarde.

En junio veintinueve (29) se ordenó comisionar al Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico para que informara el contenido de la sentencia al señor Juan Mauricio González Isaza, al igual que las obligaciones en ella impuestas; orden que se concretó el 1º de julio cuando se elaboró el despacho comisorio para comunicar la sentencia al condenado, razón por la cual el veintiuno (21) de julio el Secretario del Juzgado de Pueblo Rico notificó personalmente el fallo y le advirtió que contra el mismo procedía el recurso de apelación. El día veintiocho (28) el procesado presentó escrito sustentando el recurso de apelación, que fue rechazado el primero de agosto por improcedente al haber cobrado ejecutoria la sentencia.

Luego, el procesado depositó la caución prendaria, suscribió el acta de compromiso y suministró como dirección de residencia la Carrera 13 No. 23-60 de la ciudad de Pereira.

En ejercicio de su derecho de defensa y contradicción, el señor Juez argumentó que el procesado se encontraba obligado a estar atento de los resultados del proceso. Informó su dirección pero la cambió y no notificó de ello al Juzgado, por tanto, no puede asegurar a la hora de ahora que nunca anunció esa nomenclatura (Carrera 5 No. 34-33 centro), y llama la atención en el hecho de haber establecido el actor como nueva dirección la de la Carrera 13 No. 23-60 de Pereira.

El accionante manifiesta que se notificó personalmente de todas las decisiones emanadas de la Fiscalía, pero lo cierto es que tal situación solamente se dio respecto de la resolución de cierre de investigación, porque la de acusación fue notificada por estado. Acude a su condición de Concejal para preguntarse por qué no siguió pendiente de la actuación, máxime que como funcionario público tenía el deber-obligación de defender con ahínco la causal de exoneración que alegó, tanto en la indagatoria como en el escrito extemporáneo de impugnación.

Afirma que entiende que el argumento planteado no lo exoneraba de la obligación de citar, enterar y notificar a los sujetos procesales de los trámites de la actuación, por eso, ante la no comparecencia del acusado a la audiencia preparatoria y una vez fijada la audiencia pública se marcó el abonado 3663543, donde una señora que no se quiso identificar se comprometió a enterarlo de la diligencia en el municipio de Pueblo Rico y anexa el registro correspondiente para demostrar que efectivamente el número si fue marcado y de todas maneras, al día siguiente se ofició con destino al Concejo pero tampoco asistió y por ello fue necesaria la notificación por edicto.

Considera un error que por parte del Juzgado comisionado en Pueblo Rico se le hubiere notificado la sentencia, cuando lo que se pretendía era que se le informara el contenido de la misma y las obligaciones en ella impuestas. Ve en el hecho de informársele sobre la posibilidad del recurso de apelación una confusión que hizo que el actor presentara el escrito de apelación, pero itera que al estar la sentencia ejecutoriada no podía tramitarse la impugnación.

Concluye que el Juzgado no fue negligente en intentar localizar al condenado, siempre se dirigieron las citaciones escritas o verbales ya que en sentido estricto no era necesaria la notificación conforme al artículo 176 del C. P. P., y destaca que el actor cuando fue aprehendido suministró la dirección de la Carrera 3ª No. 8-34 de Pueblo Rico y en la demanda de tutela escribió la de la Carrera 5 No. 8-34.

Considera que no hubo vulneración de derechos fundamentales y que no puede olvidarse que el procesado estuvo asistido por su defensora quien sí se notificó de forma personal de todas las providencias, sujeto procesal que participó activamente en defensa de su cliente, incluso solicitando la preclusión de la instrucción o sentencia absolutoria. Concluye mencionando que las decisiones que resolvieron tales peticiones no fueron impugnadas, lo que significa que estuvieron de acuerdo con los argumentos esbozados por los funcionarios judiciales.

4.- PRUEBAS

Por parte de esta Sala de decisión, se practicó inspección judicial al proceso adelantado en el Juzgado accionado. No se estimó pertinente decretar la recepción de los medios probatorios solicitados por el petente, por cuanto con la inspección judicial surtida y la respuesta oportunamente presentada por el titular del Juzgado accionado, se consideró que existía claridad suficiente para decidir.

5.- SE CONSIDERA

La acción de tutela se erige en el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales cuando resulten vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al cual se pueda recurrir, o de existir este, se trate de evitar un perjuicio irremediable caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

El problema  que ha sido puesto en consideración de la Sala, en su rol de juez constitucional, consiste en que se pretende atacar un procedimiento judicial por este medio extraordinario, en aras de obtenerse el acceso a un pronunciamiento en segunda instancia que a la sazón correspondería a esta colegiatura dada su condición de superior funcional del juzgado accionado, factor que de paso atribuye competencia para conocer de la presente acción de tutela, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Nuestra labor se orientará por tanto a determinar si se presentó una vulneración al debido proceso en lo que se refiere a la debida notificación de las decisiones judiciales, pero particularmente de la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), despacho contra el cual se ha dirigido la acción constitucional.

Debe decirse desde ya, que al practicarse la inspección judicial al respectivo proceso, se advierte que las notificaciones realizadas por la Secretaría del Juzgado accionado no fueron muy ortodoxas pues presentan algunas falencias que se pasan a analizar:

Todo comienza con el auto que fijó fecha y hora para la audiencia pública, pues debió notificarse de conformidad con lo dispuesto en el artículo 176 de la Ley 600 de 2000. Si bien es cierto que a los sujetos procesales que concurrieron a la audiencia preparatoria se les notificó en estrados, también lo es que al no hacerse presente el procesado y no tenerse certeza de habérsele enterado en debida forma de la fecha y hora para tal diligencia, lo pertinente era proceder a la notificación por anotación en estado, consagrada en el artículo 179, la cual requería citación previa por el medio más eficaz a la dirección que aparecía registrada en el expediente.

Infortunadamente en el presente evento, brilla por su ausencia la debida citación que era forzoso realizar habida cuenta de la respuesta que se obtuvo al realizarse la llamada telefónica por parte de una de las empleadas del Juzgado. Sobre este particular punto, no son de recibo las explicaciones vertidas a la actuación por el titular del despacho accionado, en cuanto había incongruencia en las direcciones aportadas por el procesado, cuando es bastante notorio que por lo menos en una ocasión compareció al proceso como consecuencia de los comunicados que se le enviaban al Concejo del Municipio de Pueblo Rico (Rda.), en su condición de edil.

En consecuencia, una debida actuación debía haber comprendido la citación dirigida a su dirección y en caso de no comparecer dentro de los tres días siguientes más el término de la distancia, como más adelante se explicará, proceder a notificar mediante fijación en estado tal como lo contempla el artículo 178 del C.P.P. cuando establece: “Las notificaciones al sindicado que no estuviere detenido y a los demás sujetos procesales se harán personalmente si se presentaren en la secretaría dentro de los tres (3) días siguientes al de la fecha de la providencia, pasado ese término se notificará por estado a los sujetos procesales que no fueron enterados en forma personal”. Por su parte, el artículo 179 estatuye que tal notificación por estado debe comprender la diligencia de citación por el medio más eficaz o mediante telegrama dirigido a la dirección que aparezca registrada en el expediente.

En esas condiciones, la actuación del juzgado para notificar esta importante decisión (fecha y hora de la audiencia pública) no debió haber cesado con la consignación del resultado de la llamada, en primer lugar porque como se desprende de la constancia allegada, simplemente se manifestó por parte de la persona que contestó no tener ni dirección ni teléfono del procesado, pero que le daría la información cuando regresara el fin de semana a Pueblo Rico, o sea, no había seguridad de que en efecto tal información se transmitiría al destinatario habida cuenta de existir un condicionamiento referido a que el señor GONZÁLEZ ISAZA viajara a Pueblo Rico. En tan particulares condiciones, lo procedente era enviar la comunicación respectiva o el telegrama a la dirección aportada por el acusado, para lo cual bastaba un examen detenido del expediente que permitiera comprobar que previamente ningún oficio se le había dirigido a la dirección señalada como Carrera 5ª No. 34-33 de la ciudad de Pereira y, por el contrario, las comunicaciones habían sido dirigidas a la sede del Concejo Municipal de Pueblo Rico.

Debe tenerse en cuenta que para la fecha de la mencionada constancia (11 de mayo de 2005), el Juzgado accionado todavía no tenía conocimiento de que el señor GONZÁLEZ ISAZA no residía en la dirección a la cual se había dirigido el oficio No. 203 de fecha dos (2) de mayo -mediante el cual se le comunicaba la fecha y hora de la audiencia preparatoria-, por cuanto el mismo sólo fue devuelto sin entregar por la causal “no reside” el día diecinueve (19) de mayo, según se desprende de la constancia que en ese sentido se dejó por parte del secretario del Juzgado.

En este punto, es necesario plasmar el trámite que en aras de garantizar los derechos de los sujetos procesales se considera correcto para la notificación de autos cuando la persona no reside en esta ciudad, es el siguiente: Proferida la decisión, se envía el despacho comisorio a un juzgado del sitio de residencia de quien se debe notificar. Al día siguiente a aquel en que regresa la comisión debidamente diligenciada, se procede a la fijación del estado y a partir de su desfijación, se contabilizan tres (3) días de ejecutoria, al término del cual se considera ejecutoriada la decisión.

No obstante la falencia anotada, lo cierto es que el proceso siguió su curso y fue subsanada al realizarse en debida forma la audiencia pública con la intervención de la abogada defensora, dado que la presencia del acusado no privado de la libertad no era obligatoria en tal diligencia.

En lo que es materia propia de la queja presentada por el actor, debe decirse que examinado el procedimiento surtido con ocasión de la notificación de la sentencia, se tiene que la misma fue proferida el día siete (7) de junio de dos mil cinco (2005) y que en verdad se remitió un oficio al procesado, esta vez sí, dirigido al Concejo Municipal, al día siguiente de la providencia, es decir, el ocho (8). Tres (3) días después de esta comunicación se fijó edicto (junio 13) y fue desfijado pasados tres (3) días -el 15 de junio-; igualmente, tres (3) días después, fue declarada la ejecutoria del fallo (junio 20). Una visión en abstracto, sin tener en consideración el término de las distancias, permitiría pensar que se realizó el procedimiento de notificación siguiendo los lineamientos trazados por la ley.

Aunque, como se observa, lo más conveniente para este tipo de eventos es el exhorto y así se tiene decantado en la praxis judicial, es lo cierto que la legislación no exige el despacho comisorio como la única vía para el enteramiento de las decisiones judiciales en sede diferente a la del Juzgado de conocimiento, antes bien, habla de “el medio más expedito o telegrama al lugar conocido”, razón por la cual es admisible el proceder del Juzgado cuando remitió Oficio al procesado con el fin de darle a conocer la decisión adoptada.

Ahora bien, de todo lo anterior se concluye que si bien es cierto el proceso de notificación de las decisiones que en el presente evento desarrolló el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda,) no fue el más apropiado, tampoco puede decirse que el mismo no estuvo apegado a la ley, porque dentro de un racional entendimiento de las normas que regulan la materia, el despacho accionado obró en consonancia con las mismas, dándole sí un aplicación exegética, así la Sala no lo comparta. Al punto, es pertinente recordar que solamente se exige la notificación personal al procesado cuando está privado de libertad, en caso contrario, sería deseable que se hiciera de esa manera, pero nada obsta para que se acuda a las otras formas de notificación subsidiaria que contempla el Código de Procedimiento Penal.

Por tanto, en estricto sentido, no se observa una violación de derecho fundamental alguno, entre otras cosas, porque como acertadamente lo manifiesta el señor Juez accionado, no sólo era obligación de la parte estar atenta al desarrollo del proceso, sino que la representación judicial que ejerció su apoderada fue activa y no consideró necesario el recurso que ahora se pretende. El derecho de defensa, uno de los pilares del debido proceso, permaneció incólume.

Con fundamento en los anteriores planteamientos, se declarará improcedente la Tutela.

5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: Se declara IMPROCEDENTE la tutela incoada por el ciudadano JUAN MAURICIO GONZÁLEZ ISAZA, por considerar que no hubo desbordamiento de derechos fundamentales en el presente evento.

SEGUNDO: Esta providencia podrá ser impugnada dentro de los tres días siguientes a su notificación. En caso de no hacerse uso de tal figura, por secretaría remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala                                                               
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